
Desde el 1 de julio los jueces deja-
rán de tener potestad sobre tres
millones de infracciones y los
juzgados deberán revisar y, en
muchos casos, archivar miles de
procedimientos sobre faltas. Ese
día entran en vigor el nuevo Có-
digo Penal y la Ley de Seguridad
Ciudadana, entre errores legisla-
tivos, riesgo de colapso y denun-
cias de improvisación por parte
de jueces y fiscales.

En la primera norma desapa-
recen las llamadas faltas, que
eran infracciones leves que ins-
truían y enjuiciaban los jueces.
Una parte de ellas pasan a ser
delitos leves, mientras que la
mayoría se convierte en sancio-
nes administrativas castigadas
conmultas que impone la Admi-
nistración. Solo a posteriori es
posible la intervención judicial,
previo recurso contencioso ad-
ministrativo, según Ley de Segu-
ridad Ciudadana o “ley morda-
za”. El Código Penal, además, in-
troduce por primera vez en Es-
paña la llamada prisión perma-
nente revisable, asimilable a la
cadena perpetua.

Ambas normas, por primera
vez en leyes de esa trascenden-
cia, salieron de las Cortes solo
con el voto de un partido —el
PP— y están enmanos del Tribu-
nal Constitucional por recursos
de la oposición socialista.

Desobediencia leve
Según los datos del Gobierno, se-
rán tres millones de asuntos de
menor cuantía los que saldrán
del control judicial, lo que des-
atascará la Justicia. Pablo Llare-
na, portavoz de la conservadora
Asociación Profesional de laMa-
gistratura (APM), asegura que
se da cumplimiento a una anti-
gua reivindicación de sectores
judiciales.

Por el contrario, Joaquím
Bosch, portavoz de Jueces para
la Democracia, y Álvaro García,
de la Unión Progresista de Fisca-
les (UPF), entienden que supon-
drá una pérdida de garantías pa-
ra los ciudadanos. “El juez de ins-
trucción era el juez de garantías
de actuaciones de las Fuerzas de
Seguridad y ahora ya las actua-
ciones de policías y guardias civi-
les no tendrán tutela inmediata
del juez, solo a posteriori en lo
contencioso, lo que elimina el
control judicial inmediato de las

libertades públicas”, afirma el
portavoz de la UPF.

Jueces para la Democracia
asegura que en los foros judicia-
les hay un auténtico terremoto
por las dificultades para aplicar
las nuevas normas. Hay que te-
ner en cuenta que habrá que re-
visar miles de procedimientos
con la idea de que debe aplicarse
la pena más favorable al reo. Por
ejemplo, se archivarán todas las
desobediencias leves que hayan
tenido lugar antes del día 1 de
julio, como ocurre en el caso de
Esperanza Aguirre, candidata
del PP al Ayuntamiento de Ma-
drid, y su infracción de tráfico
del 3 de abril de 2014.

Aplicación retroactiva
La Fiscalía General del Estado
ha distribuido una circular a to-
dos los fiscales instando a esa re-
visión. “La aplicación retroacti-
va de la nueva norma, si es más
favorable al reo, debe afectar a
los hechos cometidos con ante-
rioridad al día 1 de julio de 2015
que se encuentren pendientes
de enjuiciamiento, y a aquellos
que ya han sido sentenciados si
dicha declaración no ha adquiri-
do firmeza o si, aún firme, se en-
cuentran pendientes o en trámi-
te de ejecución. Quedan exclui-
dos por tanto, los procedimien-
tos por hechos que, a fecha 1 de
julio de 2015, ya han sido enjui-
ciados y ejecutados en su totali-
dad, sin perjuicio, establece la
disposición transitoria segunda
respecto de las sentencias, de
que el juez o tribunal que en el
futuro pudiera tenerlas en cuen-
ta a efectos de reincidencia deba
examinar previamente si el he-
cho en ellas penado ha dejado de
ser delito o pudiera correspon-
derle una pena menor de la im-
puesta conforme a esta Ley”.

Los fiscales progresistas en-
tienden que ha transcurrido po-
co tiempo desde la publicación
de la norma —vacatio legis— y
que julio, por sustituciones, es
un mes malo para esta revisión
general. “Es una chapuza y un
desastre temerario”, asegura Ál-
varo García. Llarena, de la APM,
es menos crítico pero admite
que es “una revisión de calado
profundo”.

Otro problema es el de los
errores en 16 delitos menos gra-
ves, que pasarán a ser leves, por

la tabla de penas aplicable. El
ministro de Justicia, Rafael Ca-
talá, asegura que no tienen más
efecto que el “doctrinal”. Sin em-
bargo, Jueces para la Democra-
cia y la UPF aseguran que hay
jueces dispuestos a presentar
cuestiones de constitucionali-
dad porque afecta a las garan-
tías. Que de forma no deseada
16 delitos menos graves pasen a
ser leves supone que se enjuicia-
rán con un procedimiento de fal-
tas, que tiene menos garantías,
habrá un plazo menor de pres-
cripciones y deberá ser el propio
juez de instrucción el que instru-
ya y juzgue, lo que vulnera la
doctrina del juez contaminado.
Esa situación, según Bosch, po-
dría ser anulada en el futuro por
el Constitucional. “La competen-
cia objetiva es sagrada”, añade
la UPF.

Las nuevas normas dan más
instrumentos legales a las
Fuerzas de Seguridad, por
ejemplo, para cachear, para
imponer sanciones a quien
les grabe en manifestaciones
y para imponer multas sin
intervención judicial previa.

La Ley de Seguridad Ciudada-
na afecta al derecho de mani-
festación porque se castiga
con multas administrativas a
quien realice protestas junto
a las Cortes y los parlamen-
tos regionales.

El apartado de terrorismo,
pactado por el PP y el PSOE,
permite imponer la pena de
prisión permanente (cadena
perpetua) en casos de asesina-
to y amplía las conductas
tipificadas. Para considerar
terrorismo los delitos contra
la Corona o informáticos es
preciso que concurran con-
ductas vinculadas a bandas
armadas o similares.

Se endurece la pena para los
delitos de odio, agravados si
el antisemitismo o las ofen-
sas a las víctimas se hacen a
través de Internet.

Se elevan las penas para los
delitos vinculados a la corrup-
ción, con nuevos sistemas
para el decomiso de los bie-
nes afectados.

Herramientas
legales
para la policía

Los jueces pierden
la potestad sobre
tres millones
de infracciones

Principales novedades del Código Penal

EL PAÍSFuente: elaboración propia.

Prisión permanente revisable Se instaura para supuestos de 
excepcional gravedad (asesinatos 
especialmente graves)

Inhabilitación docente Se impide que ejerzan como docentes 
los condenados por terrorismo, 
delitos de odio, genocidio

Inhabilitación para 
actividades relacionadas 
con menores

Se impone en los delitos de 
abusos y agresiones sexuales 
a menores de 16 años

Hurtos o robos 
en el campo

Se aplicaba el delito sin agravante

• Hurto: de 6 a 18 meses de prisión
• Robo: de 1 a 3 años de prisión

Nueva agravante

• Hurto: de 1 a 3 años de prisión
• Robo: de 2 a 5 años de prisión

Hurtos con inutilización 
de dispositivos de alarma

Se aplicaba el delito sin agravante

• Hurto: de 6-18 meses de prisión

Nueva agravante

• Hurto: de 12 a 18 meses de prisión

Delitos de corrupción
de funcionarios

Penas de inhabilitación para
empleo o cargo público más bajas

• Prevaricación: 7 a 10 años de 
inhabilitación para empleo o cargo 
público

Penas de inhabilitación para empleo o 
cargo público más altas y además 
nueva pena de inhabilitación para el
ejercicio del sufragio pasivo

Trata de seres humanos
(víctimas en estado de 
gestación)

No previsto expresamente, por lo 
tanto delito sin agravante

• 5 a 8 años de prisión

Nueva agravante

•8 a 12 años de prisión

Inmigración ilegal Solo penas de prisión sin tener en 
cuenta motivaciones humanitarias

Ahora posible exclusión de la pena en 
casos de actuaciones por motivaciones 
humanitarias

Propiedad intelectual Era necesario para su 
persecución el ánimo de lucro.
No estaba previsto el bloqueo de 
páginas

Es posible la persecución de 
distribución y comunicación pública, 
material protegido, aunque el infractor 
no se enriquezca mediante el cobro de 
la descarga
• Se prevé expresamente como pena el 
bloqueo de páginas

Delitos de odio Solo se castigaba la provocación 
a la discriminación, al odio o 
violencia

• Pena de hasta 3 años de prisión

También se castiga actos que lesionen 
la dignidad, humillación, 
menosprecio a  grupos (los mismos 
que antes), por motivos racistas, 
antisemitas, orientación sexual, 
enfermedad, etc. Se agrava la pena si 
se comete a través de Internet.

• Pena de hasta 4 años de prisión

Marisqueo furtivo Nuevo delito 

• Pena de hasta 2 años de prisión e inha- 
bilitación especial para realizar activida-
des de marisqueo de hasta 5 años

Agresiones a profesores 
y médicos (funcionarios)

Falta de lesiones

• 1 o 2 meses de multa

Atentado

• 6 meses a 3 años de prisión

Financiación ilegal Nuevo delito para castigar a quien 
reciba donaciones ilegales destinadas 
a un partido político o que participen 
en estructuras u organizaciones que 
tengan por objeto financiar 
ilegalmente un partido político

• Pena de hasta  5 años de prisión

ANTES DE LA REFORMA DESPUÉS DE LA REFORMA

FERNANDO GAREA, Madrid

A partir del miércoles se producirá un terremoto en los juzgados por
la entrada en vigor del nuevo Código Penal y la Ley de Seguridad
Ciudadana, conocida por la oposición como “ley mordaza”. Ambas
normas, que fueron aprobadas solo con los votos del PP, están recurri-
das ante el Tribunal Constitucional. El efecto más notable es la supre-
sión de las faltas, que pasan a ser mayoritariamente infracciones
administrativas sin intervención judicial previa y que una parte míni-
ma de ellas serán delitos leves. Todos los procesos de faltas enmarcha
deberán ser revisados y, en muchos casos, archivados para favorecer
al reo con la pena más baja posible.
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